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List of issues, 7th session

Art. 6 - Mujeres con discapacidad

Preguntas:

1) ¿Qué porcentaje de mujeres con discapacidad ocupan, sobre el total, cargos directivos y/o de responsabilidad tanto en el estado nacional como en las jurisdicciones?

2) ¿Qué medidas se han adoptado para garantizar los derechos sexuales de las personas con discapacidad?

3) ¿Qué medidas se han puesto en marcha para el acceso a la educación sexual de mujeres con discapacidad?

4) ¿Cuál es la evolución presupuestaria en programas de educación sexual?

5) ¿Cuál es la inversión destinada al Consejo Nacional de las Mujeres para la concreción de actividades y programas destinados a mujeres con discapacidad?
6) ¿Qué cantidad de centros de salud poseen equipamiento accesible para estudios ginecológicos para mujeres con discapacidad motriz?
Art. 9 - Accesibilidad

Transporte

· Si bien existen en una ínfima cantidad de jurisdicciones avances en torno a unidades accesibles, a nivel general sigue siendo casi nulo el cumplimiento de la accesibilidad física en el transporte urbano e interurbano. Esta falta de cumplimiento integral es extensiva a los sistemas de ferrocarriles y subterráneo, tanto en sus estaciones como en sus unidades.
· Se ve restringido el derecho a la gratuidad en el transporte dispuesta por Decreto Nº 38/2004, al establecerse un cupo de 2 plazas por unidad y aplicarse únicamente a servicios básicos. En muchos casos, las empresas transportistas obstaculizan adrede el ejercicio de este derecho, lo cual se agrava por la falta de control y seguimiento de las múltiples denuncias que no redundan en sanciones efectivas, por parte del estado. 

· Por otro lado, dicha gratuidad se limita al transporte terrestre, dejando afuera los medios fluviales y aéreos.

Preguntas:

1. ¿Qué informes ha producido el Comité de Asesoramiento y Contralor, creado según el Decreto Reglamentario 914/97 puntualmente al monitorear la materialización de la accesibilidad; en los términos de la legislación vigente, sea de gestión pública como privada, a escala urbana y edilicia; sea focalizando en el ámbito nacional, provincial o municipal? ¿Qué medidas se han tomado para corregir los incumplimientos? 

2. Del total de localidades que han adherido al Plan Nacional de Accesibilidad: ¿Cuántas revisaron sus normativas edilicias, incorporando lo especificado en la Ley Nº 24.314 y su decreto reglamentario Nº 914/97 y cuántas de ellas aplican dichas especificaciones? Al respecto, informar acerca de las inversiones realizadas por el Estado Nacional así como por los Estados Provinciales y Municipales. 

3. ¿Qué medidas aseguran la implementación de accesibilidad y adaptabilidad para los beneficiarios de los Planes de Vivienda Social (tengan o no discapacidad), habida cuenta de la incompatibilidad entre la Disposición Nº 34/05, Programa Federal de Viviendas (en lo pertinente a superficies máximas por cada vivienda, y estandarización del programa de requerimientos) y los principios de accesibilidad y adaptabilidad, según Ley Nº 24.314 y decreto reglamento Nº 914/97? 

4. ¿Mediante qué dispositivos de monitoreo, se registra la incorporación de unidades accesibles en el transporte público, se vehiculiza el mecanismo de control especificado en respecto de autotransporte de pasajeros?

5. ¿Qué registro da cuenta de la accesibilidad en los edificios educativos? ¿Qué medidas se han implementado para asegurar la accesibilidad de las nuevas sedes educativas y la adecuación de las existentes, conjugando criterios de accesibilidad y practicabilidad, con el concepto de ajustes razonables? ¿Qué directivas se han elevado a las direcciones ministeriales a nivel nacional y provincial a fin de garantizar que los establecimientos de educación privada cumplan con dichas condiciones?
6. ¿Qué cantidad de organismos públicos poseen personal de atensión al usuario entrenado para comunicarse mediante lengua de señas?
Art. 12 - Igual reconocimiento como persona ante la ley

Preguntas:

1) Informe las medidas que está llevando a cabo el estado a fin de eliminar del ordenamiento jurídico la posibilidad de que una persona sea declarada “insana”, es decir: incapaz absoluta de ejercicio de sus derechos. 
2) Informe las medidas que se están llevando a cabo a fin de derogar o resignificar en su totalidad la figura de la curatela, la cual sustituye íntegramente la voluntad y la capacidad de ejercicio de todos sus derechos de las personas sometidas a restricciones en su capacidad jurídica.

3) Informe las medidas que está llevando a cabo el estado a fin de promover legislativamente la regulación del sistema de apoyos para el ejercicio de la capacidad jurídica, tal y como lo ordena la CDPD. Indique precedentes o buenas prácticas en torno a la designación de personas o redes de apoyos en casos concretos (sin consignar datos personales que puedan identificar a las PCD en cuestión).

4) En todos los puntos precedentes de este acápite, informe al Comité si dichas iniciativas se encuentran contempladas en el Anteproyecto producido por la Comisión de Reforma y Unificación de los Códigos Civil y Comercial de la Nación (conforme Decreto Nº 191/11). De lo contrario, si el Poder Ejecutivo o el Legislativo Nacional se encuentran avocados a plasmarlas y, en general, a evitar cualquier medida regresiva o contraria a la CDPD. Tenga a bien informar sobre el estado de situación de la reforma y el procedimiento a ser llevado a cabo para la discusión pública del proyecto de Código. En particular, cómo garantizará la participación de Organizaciones de Personas con Discapacidad (arts. 4.3 y 33.3).
5) El Código Electoral argentino (Texto Ordenado por Decreto Nº 2135/83) establece en su artículo 3 lo siguiente: “Quiénes están excluidos. Están excluidos del padrón electoral: a) Los dementes declarados tales en juicio;” Informe las medidas que está tomando el estado a fin de evitar que las personas sometidas a restricciones de su capacidad jurídica se vean asimismo privadas del ejercicio de sus derechos políticos más básicos en el marco de un régimen democrático. En particular, informe si promoverá la derogación de esta norma.
6) El artículo 5.4 del Decreto Nº 432/97 (referido a pensiones asistenciales establece que: “f) En el caso de peticionantes que de acuerdo con dictámenes o certificados médicos sean presuntamente incapaces, previo al otorgamiento del beneficio, la institución o persona que lo tenga a su cargo, deberá iniciar la tramitación de la respectiva curatela y acreditar dicha circunstancia.” ¿Qué medidas está llevando a cabo el estado con el objetivo de derogar esta disposición que supedita el otorgamiento de una prestación de carácter alimentaria a la pérdida de la capacidad jurídica? Informe si alguna jurisdicción del país posee una norma de igual contenido.
Art 14. – Libertad y seguridad de la persona

Si bien la sanción de la Ley Nacional de Salud Mental Nº 26.657 significó un avance sustantivo al garantizar ciertos aspectos del debido proceso y del control externo de las internaciones, queda pendiente –a más de un año de su promulgación- la reglamentación por parte del Poder Ejecutivo. Este hecho obstaculiza su aplicación efectiva.
Vale resaltar que dicha ley contempla la posibilidad de que se realicen privaciones de libertad (internaciones) forzadas, es decir, en contra de la voluntad expresa de la persona. Dichas internaciones deben ser consideradas como una internación por motivo de discapacidad, lo cual se encuentra vedado por la CDPD (art. 14) y constituyen un trato cruel, inhumano o degradante (art. 15). Informe las medidas que adoptará a fin de revertir dicho incumplimiento.
Preguntas:

1) Informe si se ha puesto en práctica algún Órgano de Revisión de internaciones (conforme Ley Nacional de Salud Mental) en el territorio del país y, en caso negativo, las medidas que tomará para terminar con dicha mora.

2) Informe el estado de implementación de la figura del/a Abogado/a del art. 22 de la Ley Nacional de Salud Mental en internaciones realizadas en todo el país y, en caso negativo, las medidas que tomará para terminar con dicha mora.
3) Informe la cantidad de Casas de Medio Camino, Residencias Protegidas y demás instituciones intermedias alternativas a la internación, tanto públicas como privadas, que se hayan inaugurado en el país desde la puesta en marcha de la Ley Nacional de Salud Mental. Informe si el estado nacional y las jurisdicciones poseen algún plan en torno a las instituciones monovalentes de atención en salud mental existentes, atento al mandato desmanicomializante de la Ley Nacional de Salud Mental.

4) Informe si existen programas de capacitación y toma de conciencia (art. 8) a operadores judiciales y de atención sanitaria, entre otros, a fin de divulgar a nivel local o nacional los principios y obligaciones contenidos en la CDPD y en la Ley Nacional de Salud Mental.

5) Informe los programas públicos de prevención y tratamiento de adicciones y e identifique la modalidad de las instituciones donde se llevan a cabo en todas las jurisdicciones. Particularmente, informe si las instituciones de internación son de régimen abierto o cerrado y el promedio de tiempo de permanencia en ellas.
6) Informe si existen a nivel federal o de las jurisdicciones, normas relativas a las contenciones físicas (ataduras, reclusión) y químicas y a los tratamientos de terapia electroconvulsiva (“electroshock”). Informe si dichas prácticas son realizadas en instituciones públicas o privadas del país.

Se observa una continuidad en el alto nivel de medicalización en tratamientos de salud mental en todo el país, tanto en forma ambulatoria como en casos de internación. Esto se ve acompañado en muchos casos de una ausencia de un proceso de seguimiento basado en la situación particular de la persona. Informe si el Ministerio de Salud o alguna dependencia del gobierno nacional o los locales se encuentra realizando investigaciones empíricas en torno a estos índices, en particular en lo que refiere a niños, niñas y adolescentes con discapacidad (art. 7).
El Programa PRISMA fue creado recientemente y está destinado a las personas declaradas inimputables por motivos de salud mental en los procesos penales que eran llevados en su contra. Dicha experiencia apunta a brindar un tratamiento adecuado y no carcelario (como venía ocurriendo hasta el momento), y promueve la derivación de las personas a dispositivos alternativos a la internación. No obstante, dicho programa se lleva a cabo en cárceles federales, de entre mediana y máxima seguridad, administradas por personal penitenciario, no existiendo aún avances significativos en torno a los otros dispositivos. Por otro lado, no todas las personas en la misma situación procesal reúnen las condiciones para ingresar al programa, particularmente en otras jurisdicciones del país. Informe las medidas que tomará el estado para revertir este incumplimiento.
Art 19 – Autonomía
Preguntas:

1) Informe la evolución presupuestaria en materia de servicios para una vida autónoma tanto en hogares, residencias y asistencia personal, incluyendo la ejecución del presupuesto disponible en el Fondo de Financiamiento del Programa para Programa para Personas con Discapacidad (Ley Nº 24.452), desagregando esta información en áreas de ejecución y destino a personas, instituciones privadas y estados.
2) Informe la evolución presupuestaria del financiamiento para el programa de vivienda accesible y dónde se encuentran, discriminadas por jurisdicción, estas unidades habitacionales.
Art. 21 - Libertad de expresión y de opinión, y de acceso a la información 

Preguntas:

1) ¿Cuál es el nivel de aplicación del art. 66 de la ley 26.522 de Servicios de Comunicación Audiovisual?

2) ¿Qué penalidades reciben aquellos que estando obligados por dicho artículo no prestan los servicios según la normativa? Sírvase hacer una referencia a las sanciones impuestas hasta la fecha.
3) ¿Qué mecanismos existen para la recepción de reclamos sobre el incumplimiento de la ley 26.522?

4) ¿Cuál es la normativa técnica bajo la cual se prestan los servicios accesibles en los medios de comunicación?

5) ¿Qué norma internacional cumplen los sitios webs oficiales?

6) ¿Qué medidas se han tomado para reglamentar y poner en práctica la Ley Nº 26.653 de Accesibilidad de la Información en las Páginas Web?

Art 24. - Educación

No se observan a nivel federal o de las jurisdicciones avance alguno en torno a un plan que ponga en marcha el mandato legal de educación inclusiva (CDPD y Ley Nacional de Educación). Indique las medidas a tomarse a nivel nacional y local en esta temática.
Preguntas:

1) ¿Qué medidas se han tomado en relación a la revisión de programas y contenidos formativos que contemplen los principios referidos a la educación recojidos en la CDPD?

2) ¿Qué presupuesto se ha asignado desde el 2008 a la fecha para adecuar programas educativos a necesidades particulares?
Art 26. Habilitación y Rehabilitación

Certificado único de discapacidad:
Si bien se reconoce el avance que implica la unificación de los estándares basados en la Clasificación Internacional del Funcionamiento, de la Discapacidad y la Salud (CIF) su implementación a escala federal resulta lenta y desarticulada. Asimismo, existen jurisdicciones que siguen aplicando la Clasificación CIDDM.

Existen profundas diferencias entre los criterios aplicados por unas y por otras jurisdicciones, y dentro de ellas, por cada una de las instituciones y juntas otorgantes. Configurándose así un marco de discrecionalidad que menoscaba el principio de igualdad entre PCD dentro de un estado miembro que reconoce la CDPD.
Preguntas:

1) ¿informe la cantidad de equipos (juntas certificadoras) que existen desagregando esta información por provincias?

2) ¿informe el mecanismo por el cual se divulga el certificado y sus alcances?

3) ¿informe acorde a la información estadística producida cual es el porcentaje de personas con discapacidad que poseen certificado y de la población que aún no lo posee cual es la estrategia para su obtensión?

Art. 27 - Trabajo

Pese a la reglamentación a nivel nacional mediante Decreto Nº 312/2010 del cupo laboral establecido en la ley 22.431, aún existe un severo incumplimiento del porcentaje exigido (4% y, en algunos casos, 5%) tanto a nivel nacional como en las demás jurisdicciones. No se detectan tampoco acciones promotoras de la contratación efectiva de las PCD en el marco del cupo. En algunos de los pocos casos donde se efectuaron contrataciones, los puestos destinados a PCD suelen ser de de baja calificación e incluso en muchas oportunidades no se les asignan tareas propias a la función del ente. En estos últimos casos, el cumplimiento del cupo se reduce a un mero cumplimiento formal y no se promueve la inserción social efectiva.

En el sector privado, los preconceptos sobre la discapacidad que afectan al empleado generan que los pocos puestos cubiertos por PCD respondan a un enfoque de responsabilidad social corporativa, y se desconozcan capacidades laborales. 

Preguntas:

1)  ¿Qué financiamiento tiene previsto el estado en programas relativos a adaptaciones a puestos laborales?

2)  ¿Qué nivel de cumplimiento existe sobre el cupo laboral a nivel nacional y en las jurisdicciones?

3)  ¿Qué programas ejecuta el estado a fin de equiparar oportunidades en formación, capacitación y empleo? 

Art. 28 - Seguridad Social

Pese a lo que ordenó la Corte Suprema de la Nación en su fallo “Reyes Aguilera”, el estado continúa requiriendo una permanencia mínima de 20 años en el país para los postulantes a recibir una pensión no contributiva por motivo de discapacidad. Dicho requisito constituye un incumplimiento reiterado y grave en contra de los derechos humanos de las personas con discapacidad en Argentina. Vale mencionar que sobre este incumplimiento ya se ha expedido –condenándolo- un Órgano de los Tratados de Naciones Unidas, el CMW.
No se observa aún la adecuación legislativa a la CDPD en relación con la compatibilidad de toda prestación social relativa a la discapacidad con otras prestaciones sociales, sin importar la jurisdicción del ente otorgante, y, principalmente, con el empleo. Por ejemplo, lo dispuesto en el decreto Nº 432/97 en torno a la incompatibilidad de la pensión no contributiva con cualquier otra prestación.
Preguntas:

1) ¿Qué medidas adoptó el Estado Argentino para eliminar imcompativilidades en materia de asignaciones de la seguridad social?

2) ¿Cuál es el presupuesto asignado a dar garantías efectivas en la implementación de la seguridad social para personas con discapacidad?
Art. 29. Participación en la vida política y pública 

Accesibilidad electoral:

Si bien se puso en marcha un programa de accesibilidad electoral, se detectó:

a. Falta de información para el elector con discapacidad.

b. Falta de capacitación para autoridades y fiscales.

c. Fallas en la entrega de los cuartos oscuros móviles a todos los centros de votación.

d. Falta de articulación entre la Junta Electoral de cada jurisdicción y el organismo de accesibilidad electoral dependiente del Ministerio del Interior de la Nación. A causa de cuestiones de competencia, queda librado a la discrecionalidad de autoridades judiciales que no se sienten compelidas a tomar medidas de accesibilidad.

e. Cumplimiento parcial de accesibilidad a la información (art. 9) al momento de consultar vía página web los padrones electorales por parte de personas con discapacidad visual (los lectores de pantalla no podían identificar el link que permitía obtener la información en relación al centro electoral a cada sufragante).

En relación con el régimen de publicidades electorales, se detectaron incumplimientos del art. 66 de la Ley de Medios Audiovisuales que garantiza la accesibilidad a la información y cultura (en muchos casos las propagandas partidarias no contaban con información referida al número identificatorio de la boleta y el nombre de los principales candidatos).

Como avance, se eliminó del Código Electoral la imposibilidad de sufragar de las personas sordas y con discapacidad psicosocial internadas en instituciones. No obstante, aún persisten numerosas barreras para el ejercicio efectivo de este derecho, particularmente en lo que respecta a las personas internadas en instituciones. La novedad del cambio legislativo no fue debidamente divulgada y su implementación no fue promovida, muy particularmente en localidades apartadas de los grandes centros urbanos. Asimismo, las personas declaradas judicialmente como legalmente “incapaces” o “insanas” aún no pueden votar.
Preguntas

1. ¿Cuáles fueron las medidas adoptadas al efecto de eliminar la privación del derecho al voto de personas privadas de su capacidad jurídica contenida en el artículo 3(a) del Código Electoral?
2. ¿Cuáles fueron las medidas adoptadas al efecto de modificar la previsión del artículo 94, párrafo tercero, del Código Electoral y permitir que una persona de la elección de la persona con discapacidad le preste asistencia para votar y no el presidente de mesa?

3. ¿Cuál fue la evolución de la inversión neta desde octubre de 2008 a la fecha en accesibilidad física y comunicacional de los lugares de votación y campañas políticas? Por favor provea esta información desagregada por: (i) accesibilidad física que permitió el ingreso autónomo al local de votación desde la calle, (ii) accesibilidad comunicacional para personas ciegas de material electoral, (iii) subtitulado de las campañas políticas, (iv) interpretación de lengua de señas en campañas políticas.

4. ¿Cuáles fueron las medidas adoptadas y la inversión neta realizada de octubre de 2008 para promover la constitución de organizaciones de personas con discapacidad que representen a estas personas a nivel internacional, nacional, regional y local, y su incorporación a dichas organizaciones?

Art. 33 – Aplicación y Seguimiento

El art. 3 del Decreto 806/11 establece lo siguiente: “Créase el OBSERVATORIO de la DISCAPACIDAD en el ámbito de la COMISION NACIONAL ASESORA PARA LA INTEGRACION DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD, el que tendrá como cometido generar, difundir, actualizar y sistematizar la información que se recopile de las distintas fuentes, tanto públicas como privadas, en la materia y efectuar el seguimiento de la aplicación y cumplimiento en los distintos ámbitos, de las cláusulas de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo Facultativo, ratificada por la Ley Nº 26.378.”. Con dicha medida el estado pretende cumplir con lo dispuesto en el art. 33.2 de la CDPD, pero dicho organismo (dependiente orgánicamente de un ente del Poder Ejecutivo -CONADIS- designado por el art. 1º de dicho decreto como el organismo de aplicación conforme art. 33.1) no cumple con los Principios de París. Indique las medidas que llevará el estado para la designación de un organismo en los términos del art. 33.2 de la CDPD que respete los Principios de París, tal y como indica la Convención.
� ARTICULO 66. — Accesibilidad. Las emisiones de televisión abierta, la señal local de producción propia en los sistemas por suscripción y los programas informativos, educativos, culturales y de interés general de producción nacional, deben incorporar medios de comunicación visual adicional en el que se utilice subtitulado oculto (closed caption), lenguaje de señas y audio descripción, para la recepción por personas con discapacidades sensoriales, adultos mayores y otras personas que puedan tener dificultades para acceder a los contenidos. La reglamentación determinará las condiciones progresivas de su implementación
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